Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 17 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores tiene el agrado de recibir a 
una delegación de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, integrada por el Relator Especial, 
señor Ignacio Alvarez, el doctor Daniel Cerqueira y la periodista señora María Isabel Rivero, quienes 
han solicitado ser recibidos por este Cuerpo a fin de conversar e intercambiar opiniones, entre otras 
cosas, sobre el proyecto de ley sobre “Acceso a la Información Pública y Amparo Informativo e 
Instituto Nacional para la Información Pública”. 


Informamos a nuestros invitados que, de acuerdo con nuestra metodología de trabajo, les 
vamos a ceder el uso de la palabra para que realicen una introducción sobre el tema e informen sobre 
el objetivo de la visita. Después, con mucho gusto podremos intercambiar opiniones por el término de 
media hora, o el tiempo que sea necesario. 


Tiene la palabra el señor Alvarez. 


SEÑOR ALVAREZ.- Antes que nada, quiero agradecer a la señora Senadora y a los señores 
Senadores por habernos recibido. Para nosotros es un gusto estar aquí. 


Tal como indicó el señor Presidente, vamos a señalar cuál es el objeto de nuestra visita y 
luego con mucho gusto intercambiaremos opiniones respecto al proyecto de ley en consideración. 


La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión forma parte de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos que, junto con la Corte Interamericana, son los dos órganos 
principales y únicos que existen en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos para la 
promoción y protección de los derechos humanos en la región. 


La Relatoría Especial se dedica, única y exclusivamente, al tema de libertad de expresión; 
funciona en el marco de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y realiza actividades tanto 
de promoción como de protección de la libertad de pensamiento y de expresión. Es en el marco de 
dicha promoción que estamos haciendo esta visita al Uruguay, invitados por el Gobierno, a efectos de 
profundizar el conocimiento e intercambiar ideas con los distintos órganos del Estado y de las 
organizaciones no gubernamentales, periodistas y distintos medios, sobre la situación del derecho de 
la libertad de pensamiento y expresión y acerca de las iniciativas que en estos momentos existen en la 
materia. 


En este caso, tenemos conocimiento de la existencia de una iniciativa relacionada con el 
acceso a la información pública y, al respecto, quisiéramos mencionar que nos parece un muy buen 
proyecto de ley, que se inscribe en el marco de los avances que hay en la región, con el fin de legislar 
sobre este tema específico tan importante para la transparencia y la calidad de la democracia. 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó, recientemente, una Decisión, la 
primera de un tribunal internacional en la materia, mediante la cual se establece, en forma específica, 
que el acceso a la información es un derecho y que forma parte del derecho de la libertad de 
expresión, lo que creemos que es un avance fundamental. En esta materia se establecen parámetros 
importantes, tales como que la regla debe ser otorgar la información y que los casos excepcionales 
deben estar previstos en leyes y se deben dar bajo determinados supuestos. A su vez, se establece el 
principio de máxima divulgación, reiterándose que es un derecho como tal. 


Vemos que el proyecto de ley a consideración del Senado, que es anterior a esa Decisión de 
la Corte Interamericana, está en línea con ella y con los parámetros internacionales en la materia. 


Más allá de todo esto, deseamos quedar a las órdenes por cualquier comentario que se 
quiera hacer al respecto. Además, debo resaltar que la Relatoría Especial tiene un rol de 
asesoramiento técnico a los Estados que así lo soliciten. En definitiva, lo que hacemos es colaborar 
con esfuerzos estatales, por ejemplo, en temas legislativos que tienen que ver con la libertad de 
pensamiento y expresión. En ese sentido, quedamos a las órdenes para lo que podamos ser útiles. 
Adelantamos que vamos a entregarles copia de la Decisión de la Corte y de las experiencias 
comparadas en otros países. Una parte importante de nuestra labor es coadyuvar a los esfuerzos que 
hay en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho su presencia y valoramos que nos hagan llegar los 
trabajos que puedan existir en otros países respecto de este proyecto de ley que la Comisión de 
Educación y Cultura está estudiando y que ha priorizado en su vasta agenda de trabajo. Entendemos 
que se trata de una iniciativa muy interesante e innovadora. Precisamente, por ser innovador, creo que 
nos vendría muy bien ese trabajo comparativo al que hace referencia el señor Alvarez, ya que nos 
encontramos en una situación bastante peculiar. La señora Senadora Percovich, a quien ahora le daré 
el uso de la palabra porque es una de las promotoras de este proyecto de ley, nos ha comentado y 
acercado trabajos, fundamentalmente, provenientes del Reino Unido, que es una de las bases en que 
se ha inspirado esta iniciativa. 


Esperamos que esta reunión sirva para estrechar las relaciones y contactos, así como 
también para establecer un canal de comunicación permanente entre nosotros y la Comisión que 
integra el señor Alvarez, con el objetivo de estar permanentemente informados sobre lo que está 
sucediendo a nivel de la Organización de Estados Americanos y en otros países del continente. 


Con mucho gusto le voy a ceder el uso de la palabra a la señora Senadora Percovich quien, 
quizá por ser la única mujer en esta Comisión, ha puesto más calor en este proyecto, por lo que es de 
justicia, entonces, que les informe cuál es el objetivo que se está persiguiendo al estar trabajando y 
estudiando este proyecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quizá ustedes ya sepan que este proyecto es producto de un equipo de 
trabajo integrado por distintos grupos, entre ellos, la Asociación de Periodistas del Uruguay, abogados, 
organizaciones no gubernamentales especializadas en el tema, bibliotecólogos, archivólogos y otros, y 
es fruto, además, de por lo menos dos años y medio de trabajo. Algunos Legisladores seguimos este 
proyecto de ley, entre otras cosas, porque tuvimos la oportunidad de que se nos invitara a ver otras 
experiencias -sobre todo en América Latina, pero también en Europa- de aplicación de leyes de acceso 
a la información. Es así que trajimos el proyecto a esta Comisión porque nos pareció que era a la que 
correspondía, y hemos recibido algunos aportes bien interesantes de especialistas en el tema que 
tienen que ver con la adecuación a nuestra legislación así como a las formas de implementar 
comentarios, que hemos comenzado a incorporar para mejorarlo. 


Diría que nos quedan por tratar dos grandes temas, que generalmente son los de mayor 
discusión a nivel mundial: me refiero, en primer lugar, al organismo del Estado encargado y que a su 
vez asuma la responsabilidad de la elaboración de los protocolos de introducción de los datos de 
actuación del funcionariado de todo el Estado para poder hacer efectivo ese acceso a la información a 
los diferentes usuarios o requirentes, y asimismo nos queda por analizar la capacitación del 
funcionariado del Estado. 


Por otro lado, hemos ido saldando algunos temas del proyecto como ser, por ejemplo, el 
relativo a los archivos más sensibles de nuestra historia. En América Latina hemos sufridos difíciles 
momentos de quebrantamiento de nuestras instituciones y se han sustraído archivos que refieren a 
violaciones del Estado y de los Derechos Humanos. Por ello, hay proyectos específicos -en especial en 
la Cámara de Representantes- con el fin de elaborar un archivo especial que recoja estos temas y 
poder crear un marco que contenga los datos más sensibles que sí serían objeto de esta ley. 


En segundo término -que también será motivo de discusión y negociaciones en Comisión 
porque es un tema político- nos queda por determinar qué organismo hará el control externo del 
seguimiento y cumplimiento del derecho de acceso a la información y de la ley. La propuesta original 
del grupo de trabajo -que tomamos tal como nos llegó, porque nos parecía que había que discutirla 


dentro del sistema político- consistía en la creación de un instituto dentro de la órbita del Estado. 
Luego, el mismo grupo sugirió crear un comisionado parlamentario de acceso a la información, puesto 
que es la figura existente en otras partes del mundo, incluso en América Latina. Al respecto, quiero 
señalar que tanto Legisladores integrantes del Gobierno como sociedades civiles estamos discutiendo 
la creación de una institucionalidad de derechos humanos. 


Este tema tendrá tratamiento parlamentario puesto que quizás este órgano también tenga que 
encargarse -porque la propuesta considera que sea integrado por cinco miembros- de la defensa de los 
derechos humanos de los ciudadanos en el país. Entonces, tal vez allí esté integrada la defensa del 
derecho a la información. 


En síntesis, este es el estado de situación en el que estábamos antes de que llegaran 
nuestros invitados. Cabe aclarar que ya estamos finalizando el Período de Sesiones y, seguramente, 
retomaremos este tema en las primeras sesiones del mes de febrero. 


SEÑOR ALVAREZ.- Luego de haber escuchado atentamente a la señora Senadora, quisiera resaltar 
que coincidimos plenamente en lo relativo a la importancia de la capacitación en esta materia. Sin 
duda, este es un aspecto fundamental, a pesar de que en nuestros países no existe una cultura de 
publicidad y, en realidad, esta va en el sentido opuesto, es decir, en el del hermetismo y el secretismo. 
Obviamente, las leyes constituyen un aporte importante para que una vez aprobadas se trate de 
cambiar esa cultura. De todos modos, creo que subsiste la discusión en cuanto a si las leyes pueden o 
no modificar la cultura o si, en definitiva, tienen que ir por delante de ésta. En este sentido, me parece 
que el acceso a la información es un caso típico que corrobora esta última posición. 


Paralelamente a la elaboración de leyes, los programas de capacitación están logrando algo 
fundamental, y un claro ejemplo de esto es una reciente sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, de la cual, con mucho gusto, podemos dejar una copia a los señores Senadores. 
Se trata de la primera sentencia a nivel internacional sobre el acceso a la información pública y, sin 
duda, ha constituido un hito en la materia, lo que también en Europa ha sido reconocida como tal. 
Dicha sentencia establece, entre otros puntos, que la Corte considera que el Estado debe realizar, en 
un plazo razonable, la capacitación de los órganos, autoridades y agentes públicos encargados de 
atender las solicitudes de acceso a la información -bajo control del propio Estado- sobre la normativa 
que rige este Derecho, de modo que se incorporen los parámetros convencionales que deben 
respetarse en materia de restricciones en el acceso a la información. Sin duda, se trata de un ejemplo 
de reparación muy innovador por parte de la Corte Interamericana, que se concretó a partir de un caso 
específico en el que se negó el acceso a la información. Como he dicho, la recomendación de la Corte 
determina que a todos los funcionarios del Estado se les brinde programas de capacitación en este 
sentido. Este punto está en concordancia con el estado del arte a nivel internacional en la materia. 


Con respecto al tema del seguimiento, con mucho gusto les haremos llegar a esta Comisión 
algunos ejemplos de experiencias comparadas en esta materia. Quiero destacar, además, que en 
México existe un instituto especializado en esta temática, aunque el tratamiento de estos asuntos en 
algunos lugares está más centralizado que en otros. Por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia de 
México tiene una unidad específica dedicada a tiempo completo, con varias personas encargadas de 
tratar lo relativo al acceso a la información pública. En este aspecto, también coincidimos plenamente 
en la importancia de las discusiones que se están llevando a cabo en esta área. Insisto en que nos 
interesa mucho hacer llegar a los señores Senadores algunos ejemplos de experiencias comparadas 
porque, teniendo en cuenta la soberanía de cada país en el tratamiento de estos temas, entendemos 
que es muy útil tener presente qué se está haciendo en otros lugares, de modo que se pueda adoptar 
lo que se considere más conveniente de acuerdo con las realidades de cada uno. Sin duda, no son 
iguales las experiencias de los países que tienen una organización federal que las de aquellos que 
tienen una administración centralizada, lo que hace todo este asunto aún más complejo, a pesar de 
que, a mi juicio, se ha avanzado mucho en la resolución de los problemas que surgen en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber en cuántos países miembros de la OEA se han sancionado 
proyectos de ley sobre acceso a la información. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En América Latina son aproximadamente siete u ocho, porque en los Estados 
Unidos tienen el “Freedom of Information Act” desde hace muchos años. Entre los países que lo han 
aprobado están Perú, Ecuador, República Dominicana, Guatemala, México, Belice y Honduras, que la 
semana pasada aprobó una ley en ese sentido. A su vez, hay otros países donde se están estudiando 
proyectos de ley, por lo que es una tendencia regional importante. 


SEÑORA RIVERO.- Yo soy compatriota, por lo que es inevitable sentir algo especial en esta visita. 
Evidentemente, no es lo mismo que cuando visito otros países. 


Ojalá que este proyecto ayude a generar un cambio cultural, pero seguramente va a llevar 
bastante tiempo por esta cultura de secretismo a que se refería el relator. Ayer tuvimos oportunidad de 
reunirnos con distintas ONG -varias de las cuales estuvieron en la elaboración de este proyecto- para 
interiorizarnos sobre cómo se puede conseguir información que está en manos del Estado. En general 
no parece haber problemas a nivel del Gobierno Central, pero sí existen en el nivel medio de la 
Administración Pública, con especial incidencia en el interior del país, donde nos cuentan que es 
prácticamente imposible conseguir información. Esto es algo que hemos constatado en visitas a otros 
países de América Latina y es una cultura que el Uruguay comparte con países de la región. El 
funcionario siente que debe custodiar la información que está en su poder. Él parte de esa base y sólo 
hace una excepción si el solicitante de la información le dice por qué está interesado, quién es y por 
qué tiene derecho a conocerla cuando, en realidad, tendría que ser exactamente al revés. En ese 
sentido, también es interesante la sentencia de la Corte -de la cual el Relator ofrece dejar una copia- 
que sería importante rescatar porque dice, justamente, que cuando se niega la información, la 
dependencia tiene que explicar el porqué. 


Por otro lado, la señora Senadora Percovich mencionó cuál sería el organismo que 
custodiaría el cumplimiento de esta norma en caso de que se transforme en ley. Al respecto, quiero 
decir que en países como los Estados Unidos, que ya tiene mucha experiencia con el “Freedom of 
Information Act”, el gran custodio es la gente que quiere la información. En ese sentido, este proyecto 
que los señores Senadores están considerando tiene algo muy interesante, que es la figura del amparo 
informativo. De esta manera, la persona a la que le es negada la información tiene la posibilidad de 
recurrir al Poder Judicial y hacer la reclamación. 


En la experiencia que hemos analizado en la Relatoría, este es el método más efectivo 
porque, por más que se cree una comisión específica para ello, es muy difícil descubrir en qué oficina 
alguien se negó a entregar información. Sin embargo, es más fácil si el que está directamente 
involucrado tiene un recurso de fácil acceso. Por ejemplo, hicimos una visita de trabajo a Costa Rica, 
en donde la Sala 4 de la Suprema Corte de Justicia, que es la Sala Constitucional, recibe amparos 
informativos en forma permanente. Ellos nos decían que aceptan un pedacito de papel de estraza -acá 
sería papel de panadería- con una solicitud en la que se diga que fue denegada cierta información; 
ellos la procesan y dan la orden de otorgar la información. Entonces, si existe un recurso de fácil 
acceso, económico y que no necesite acudir a un abogado para reclamar cuando la información es 
denegada, se trataría de un mecanismo sumamente efectivo para garantizar que la ley se cumpla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más desea hacer uso de la palabra, simplemente, quiero decir que al 
principio de la sesión omití presentar al resto de los señores Legisladores. Nos acompañan los señores 
Senadores Alberto Breccia, Julio María Sanguinetti, Eduardo Lorier, la señora Senadora Margarita 
Percovich y el señor Diputado Roque Ramos, invitado por la Comisión. No está presente el Presidente 
de la Comisión, que se encuentra con licencia, el señor Senador Nicolini. 


Agradecemos mucho su presencia, les deseamos una buena estancia en el Uruguay y 
esperamos la información y que este sea el inicio de un intercambio más fluido entre ustedes y 
nosotros. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 40 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


